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Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por los señores Mario Betancourt Franco y Graciela Pinzón de Betancourt frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 6 de agosto de 2008, en el proceso ordinario que promovieron contra Nelsy Nubiola Ortiz.

I      P R E T E N S I O N E S  :

Solicita la parte actora se declare civilmente responsable a la demandada de los perjuicios causados a raíz de las lesiones personales que sufrieron con el desprendimiento del techo del inmueble en el que funciona el establecimiento de comercio denominado La Vara Asados.

En consecuencia, se le condene a pagar, por concepto de daño emergente la suma de $20.000.000, con sus intereses y la respectiva indexación; $144.000.000 por lucro cesante y 1.000 salarios mínimos legales mensuales por daños morales.

En subsidio, solicita el reconocimiento de los perjuicios materiales que se demuestren y tasen pericialmente.

II     H E C H O S

Como constitutivos de la causa petendi los demandantes  invocan  los que a continuación se sintetizan:

1.- El 19 de marzo de 2005 se encontraban departiendo en el establecimiento de comercio denominado “La Vara Asados”, ubicado en el kilometro 8 de la vía que de Pereira conduce a Cerritos, de propiedad de la señora Nelsy  Nubiola Ortiz, cuando inesperadamente el techo del establecimiento cedió y cayó sobre ellos.

2.- El señor Mario Betancourt fue trasladado a la Clínica Risaralda, done fue atendido de sus graves dolencias entre el 19 y el 21 del mes citado; llegó a Bogotá el día siguiente “con fractura de mandíbula la cual fue desprendidaza (sic) con derrame pleural bilateral con herida en el cuello”, fue intervenido en la Clínica Reina Sofía donde permaneció hospitalizado por quince días; tuvo “complicación en su pulmón izquierdo por entubación en su costado izquierdo con drenaje” y solo podía ingerir alimentos liquidos.

3.- Como consecuencia de la cirugía de mandíbula se afectó su rostro de manera permanente con una cicatriz de 10 centímetros, “con la pérdida del nervio facial del tercio final de la cara bilateral”, limitación en la mordida y deformidad en sus labios. 

4.- La señora Graciela Pinzón de Betancourt “sufrió lesiones en su caja toraxica con fracturas múltiples, a la fecha se encuentra con dificultada (sic) ya que sigue lesionada y con complicaciones en sus riñones a causa del golpe tan fuerte que sufrió”.

5.- Los demandantes, trabajadores independientes, perdieron su capacidad laboral y han dejado de hacerlo por  atender terapias y citas médicas desde el día del accidente; sus ingresos eran de $6.000.000 mensuales; para esa fecha contaban con 66 y 63 años de edad, gozaban de excelente salud y de acuerdo con la Resolución 0497 de 1997, expedida por la Superintendencia Bancaria, sus promedios de vida eran de 15.27 y 18.44 años más.

6.- Los actores han sufrido perjuicios físicos y psicológicos e irreparables daños de angustia y dolor “como son “PETITUM DOLORIS (DAÑOS MORALES) y de RELACIÓN”.

III        ACTUACIÓN PROCESAL

1.- La demanda se admitió por auto del 16 de febrero de 2006 y de la misma se ordenó correr traslado a la  demandada por el término de veinte días.

2.- Trabada la relación jurídica procesal, en tiempo oportuno, se pronunció la demandada. Aceptó los hechos 2º, 3º y 12º de la demanda y remitió a prueba los demás. Se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo propuso las que denominó “No ser la demandada propietaria de la edificación” e “Inexistencia de responsabilidad por fuera (sic) mayor o caso fortuito”.

3.- Se realizó la audiencia que regula el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil sin que se hubiese logrado la conciliación. En el mismo acto se escuchó en interrogatorio a cada una de las partes.

4.- Luego se decretaron  las pruebas solicitadas y practicadas  en lo posible, se dio traslado a las partes para alegar. Sólo la parte demandante los formuló. 

IV     SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se dictó el 6 de agosto de 2008. En ella decidió la titular del Juzgado Tercero Civil del Circuito declarar probada la excepción de no ser la demandada la propietaria de la edificación y la condenó a pagar al señor Mario Betancourt Franco las sumas de $3.870.750, $4.764.000 y $5.000.000 por concepto de daño emergente, lucro cesante y perjuicios morales en su orden; por los dos últimos factores le mandó  cancelar a la señora Graciela Pinzón de Betancourt las sumas de $1.191.000 y $5.000.000. Además, condenó en costas a la demandada y declaró no probada la otra excepción formulada.

Para decidir así, transcribió la funcionaria el artículo 669 del Código Civil, con fundamento en el cual consideró que no es la sola calidad de dueño de la edificación que se derrumbó y que ocasionó los daños la que obliga indemnizar, porque la responsabilidad no se deriva de la cosa misma, sino del goce y disposición del bien, “por lo que de acuerdo a la circunstancia será responsable el propietario, el usufructuario o el arrendatario”.

Se refiere luego a la calidad de arrendataria con que ocupa la demandada el inmueble en el que funciona el  establecimiento de comercio La Vara Asados y a su obligación contenida en el respectivo contrato de conservarlo en buen estado, la que incumplió “al no revisar las guaduas que sostienen el techo y que se encuentran expuestas al medio ambiente, para irlas cambiando a medida que se vayan deteriorando”, razón por la cual no puede declararse la excepción de caso fortuito o fuerza mayor.

Para imponer las condenas, se atuvo a la prueba pericial practicada en el curso del proceso y a la circunstancia de no haber acreditado los actores, las secuelas del accidente.

V      DEL RECURSO DE APELACIÓN 

Contra lo así decidido los demandantes interpusieron  recurso de apelación.

Adujeron que al proceso se incorporaron unas fotografías que dan cuenta de la deformidad física que afecta el rostro del señor Mario Betancourt; la historia clínica aportada demuestra las secuelas que sufrió el mismo señor y el testimonio del señor Dagoberto Martínez Arévalo confirma los perjuicios que ambos sufrieron. Además, que no se tuvo en cuenta que los demandantes eran trabajadores independientes y tuvieron que dejar de laborar por atender terapias y consultas médicas; se aportaron las respectivas facturas para acreditar los gastos que tuvieron que asumir, los que tampoco fueron apreciados y no hubo pronunciamiento en relación con los daños a la vida de relación solicitados con la demanda.

Solicitan se reconozcan los verdaderos perjuicios que sufrieron, por las cuantías solicitadas en la demanda o de acuerdo con la realidad probatoria.

VI      CONSIDERACIONES

1.- Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se encuentran satisfechos y ninguna nulidad se observa que pueda afectar la actuación.

2.- Los demandantes están legitimados en la causa, al acudir en su calidad de víctimas a reclamar la indemnización por los perjuicios que sufrieron con motivo de las lesiones de que dan cuenta los hechos de la demanda.

La demandada fue citada al proceso como propietaria del establecimiento de comercio denominado “La Vara Asados”, calidad que se acreditó con el certificado de la Cámara de Comercio que obra a folio 5 del cuaderno principal.

Esa calidad la legitima para actuar en el proceso porque de acuerdo con el relato fáctico que plantean los actores, los perjuicios que reclaman tuvieron  su origen en los que sufrió el inmueble en el que funciona el citado establecimiento comercial, sobre el que tenía la demandada la obligación de conservarlo de acuerdo con el contrato de arrendamiento que aportó al proceso la señora Ruby Marcela Pérez Nariño, administradora del negocio y quien explicó que le fue cedido a la demandada al adquirir la propiedad del bien.

Esa responsabilidad no ha podido hallarse en el artículo 2350 del Código Civil, como concluyó la juez en el fallo que se revisa porque de conformidad con esa disposición: “El dueño de un edificio es responsable por los daños que ocasione su ruina, acaecida por haber omitido las reparaciones necesarias, o por haber faltado de otra manera al cuidado de un buen padre de familia.”, y en este caso no se citó a la  demandada con tal calidad, ni se acreditó que fuera la propietaria del edificio, aunque pueda tener acaso un derecho de crédito porque de acuerdo con el mismo testimonio  atrás referido, han sido los inquilinos del predio quienes construyeron lo que hoy constituye una mejora, en la que funciona el establecimiento comercial.

No podía entonces hallarse la responsabilidad de la demandada en la disposición antes transcrita que otorga legitimación en la causa por pasiva al propietario del edificio por los perjuicios que cause su ruina, toda vez que la demandada no es la titular del derecho de dominio y ni siquiera con esa calidad se le citó.

3.- Por lo tanto, de acuerdo con los supuestos fácticos sobre los que se edificaron las pretensiones, como la demanda se entabló contra quien explota el establecimiento de  comercio en el que se hallaban quienes resultaron lesionados con el desplome parcial del techo, lo conducente es resolver la controversia con fundamento en el artículo 2341 del Código Civil que dice: “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o delito cometido”.

A partir de esa disposición la doctrina y la jurisprudencia  han diseñado los tres elementos que configuran la responsabilidad aquiliana: un hecho generador del daño; la culpa o dolo del sujeto a quien se le endilga responsabilidad y la relación de causalidad necesaria entre uno y otro.

La funcionaria de primera instancia declaró civilmente responsable a la demandada de los perjuicios causados a los demandantes con motivo del desprendimiento del techo del establecimiento de comercio del que es propietaria, decisión con la que se conformó la citada señora que no impugnó el fallo.

De manera que como fueron los demandantes los apelantes únicos, para desatar el recurso esta Sala se ajustará a los  límites legales impuestos por el artículo 357 del Código de Procedimiento Civil, es decir, a los aspectos que a ellos resultaron adversos, concretamente relacionados con la cuantía de los perjuicios reclamados.

4.- Solicitaron en el escrito introductor, las siguientes indemnizaciones:

a) La suma de $20.000.000, bajo la modalidad de daño emergente, con sus intereses y debidamente indexada, por concepto de gastos médicos, traslado aéreo y ambulancias de la ciudad de Pereira a Bogotá.

b) Por concepto de lucro cesante futuro reclamaron $144.000.000 al no poder desempeñar las actividades que ordinariamente realizaban.

c) Por daños morales y a la vida de relación, por los trastornos emocionales que los afectaron a ellos y a su familia y sus relaciones interpersonales, reclaman la suma de 1.000 salarios mínimos legales mensuales.

Como prueba para obtener el reconocimiento de los perjuicios reclamados, se arrimaron sendos certificados expedidos por quien se dijo en la demanda era contador público, en las que se indican que el señor Mario Betancourt Franco percibe ingresos de $4.000.000 provenientes de su actividad comercial; y que por el mismo concepto percibe la señora Graciela Pinzón de Betancourt, la suma de $2.000.000.

Además se solicitó un dictamen pericial para establecerlos. La auxiliar de la justicia que con tal fin se designó solicitó al juzgado se requiriera a los demandantes para que aportaran documentos como “Facturas  por el pago de gastos médicos, por traslado aéreo, por gastos de transporte y servicio de ambulancias… igualmente si existe un pronunciamiento del médico legista, o en su defecto historia clínica donde se pueda determinar la incapacidad o secuelas físicas, también debe aportarse”.

A esa solicitud accedió el despacho mediante proveído del 18 de mayo del año anterior y aportaron los demandantes dos fotografías que reflejan el rostro de una misma persona; una declaración rendida de manera extraprocesal por el señor Mario Betancourt Franco y una certificación expedida por el odontólogo José Luís Cifuentes, en la que da cuenta del tratamiento de prostondoncia que suministró al citado señor, consistente en prótesis totales superiores e inferiores, por un valor total de $3.250.000 que canceló en su consultorio. 

En el dictamen rendido la perito reconoció ese valor como daño emergente, debidamente indexado, con fundamento en la certificación que se acaba de describir y se abstuvo de reconocer suma alguna por el mismo concepto porque no se aportaron los documentos que acreditaran su cuantía.

Para establecer el lucro cesante tuvo en cuenta los certificados sobre sus ingresos mensuales y las copias de las historias clínicas incorporadas en la actuación, que le permiten deducir que el señor Betancourt Franco estuvo incapacitado aproximadamente durante un mes y la señora Pinzón de Betancourt por espacio de quince días y así señaló para el primero un lucro cesante de $4.000.000 y de $1.000.000 para la segunda, las también indexó.

Al peritaje se sometió el juzgado para fijar la cuantía de las indemnizaciones reclamadas en la demanda.

Para establecer el monto de los perjuicios morales se refirió la a-quo a la función paliativa del dinero que permite ejercitar el arbitrium judicium y teniendo en cuenta  las lesiones que cada uno de los demandantes sufrió cuando se encontraban de paseo en esta ciudad, el tiempo de incapacidad y las intervenciones quirúrgicas,  los fijó en la suma de $5.000.000 para cada uno.

Quedaron inconformes los actores con la cuantía de esas condenas aduciendo como argumentos los siguientes:

a.- Al proceso se  aportaron fotografías de las secuelas sufridas por los demandantes y de aquellas que corresponden al señor Mario, “A SIMPLE VISTA SE PUEDE OBSERVAR la secuela de la deformidad física que afectan (sic) la  cara” y que con la historia clínica se demostró que le practicaron dos intervenciones quirúrgicas y que quedó con perturbación y deformidad permanente en su rostro con pérdida de la sensibilidad del tercio final de la cara con desplazamiento de sus labios y cicatriz en el lado izquierdo de su rostro.

b.- Para fijar los perjuicios materiales no se tuvo en cuenta que los demandantes son trabajadores independientes, han perdido la capacidad laboral y han dejado de hacerlo por estar asistiendo a terapias y consultas médicas desde la fecha del accidente; tampoco las facturas y demás documentos que se aportaron al proceso.

c.- No se pronunció el juzgado sobre los daños a la vida de relación aunque el suceso vivido por los demandantes la cambió definitivamente, pues menguó en ellos sus ganas de vivir, “su posibilidad de movilidad de hacer las cosas cotidianas y sencillas que podían disfrutar diariamente” 

5.- El daño para que sea objeto de indemnización debe reunir como características ser personal, directo y cierto y especialmente, en cuanto a esta última característica ha dicho la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia:

“...En este sentido ha sido explícita la jurisprudencia de la Sala, señalando que, “dentro del concepto y la configuración de la responsabilidad civil, es el daño un elemento primordial y el único común a todas las circunstancias, cuya trascendencia fija el ordenamiento. De ahí que no se de responsabilidad sin daño demostrado, y que el punto de partida de toda consideración en la materia, tanto teórica como empírica, sea la enunciación, establecimiento y determinación de aquél, ante cuya falta resulta inoficiosa cualquier acción indemnizatoria” (CXXIV, pág. 62)...

“En otras palabras, toca al demandante darse a la tarea, exigente por antonomasia, de procurar establecer, por su propia iniciativa y con la mayor aproximación que sea factible según las circunstancias del caso, tanto los elementos de hecho que producen el menoscabo patrimonial del cual se queja como su magnitud, siendo entendido que las deficiencias probatorias en estos aspectos de ordinario terminarán gravitando en contra de aquél con arreglo al Art. 177 del C. de P.C,….” (Se subraya, sentencia del 4 de marzo de 1998, exp. 4921)....

“Importa destacar, además, que no basta que el perjuicio sea cierto y que, como tal exista o llegue a existir, sino que es indispensable que se acredite en la esfera del proceso, pues, en caso contrario –como se acotó-, afloraría o se evidenciaría su incertidumbre, en tanto y en cuanto en ambos casos –daño eventual o hipotético y daño no acreditado o demostrado- el juez carecería de elementos fidedignos para comprobar su certeza y proceder a su valuación. Así lo tiene sentado esta Corporación cuando precisó, entre otros fallos, que “Es verdad averiguada que para el reconocimiento de un perjuicio se requiere, además de ser cierto y, en línea de principio, directo, que esté plenamente acreditado, existiendo para ello libertad de medios probatorios” (se subraya, ibídem)...”5 

Es decir, que la reparación no procede frente a hipotéticos daños sino que éstos deben existir de manera cierta, término que se opone a lo eventual y puede ser pasado, presente o futuro, porque lo importante es su incidencia en la forma como afectó o afectará el  patrimonio de la víctima. Pero además es indispensable probar su existencia porque solo así podrá el juez reconocer la respectiva indemnización. 

La regla general sobre la carga de la prueba consagrada en el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil enseña que incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen y por tanto, de acuerdo con esa disposición, quien afirma haber sufrido un perjuicio, tiene  la obligación de probarlo.

Esa carga no la cumplieron los demandantes en el caso concreto.

En relación con el daño emergente, no relacionaron los gastos médicos que tuvieron que atender de su propio peculio para recuperarse de las lesiones sufridas; no demostraron que hubiesen asumido el valor de tiquetes aéreos para viajar a la ciudad de Bogotá, ni el de los trayectos por vía terrestre y su cuantía. 

Tampoco demostraron que las  lesiones sufridas han requerido y requerirán de largos tratamientos y terapias que les impiden laborar y que justifiquen concederles la indemnización que reclaman como lucro cesante futuro.

En efecto, de acuerdo con la historia clínica de la señora Graciela Pinzón de Betancourt
, ella ingresó a la Clínica Risaralda de esta ciudad el 19 de marzo de 2005 en buenas condiciones,  conciente, orientada, colaboradora, con edema, escoriaciones, equimosis y dolor intenso a la palpación, disminución de la expansibilidad torácica y físicamente se le encontró dentro de los términos normales.

El especialista en cirugía que la valoró en la misma fecha, consignó en su informe que la paciente sufrió trauma en tórax, la encontró consciente, alerta, sin dificultad respiratoria y le recomendó control en doce horas.

Examinada nuevamente el 22 de marzo siguiente, se le diagnosticó “fracturas costales”, se dio de alta en la atención y se le recomendó el plan de manejo.

En relación con las reseñas que consigna la historia clínica del señor Mario Betancourt Franco
, puede resaltarse que ingresó a la Clínica Risaralda el 19 de marzo de 2005 con traumas facial y cervical, se le practicó cirugía y fue remitido a la ciudad de Bogotá el 21 del mismo mes.

Fue internado en la Clínica Colsanitas en la ciudad de Bogotá el 23 de marzo de 2005, se le practicó intervención quirúrgica para  recolocación de placas de osteosíntesis en mandíbula e implantación de tubo torácico; éste se le retiró el 27 del mismo mes y el 4 de abril salió en buenas condiciones generales.

Esos documentos, sin embargo, no dan cuenta de las secuelas que hubiesen dejado en alguno de los demandantes las lesiones que sufrieron como consecuencia del hecho dañoso, ni que hayan perdido su capacidad para laborar; tampoco que deban atender de manera constante citas médicas que les impidan trabajar.

El  juzgado les otorgó una oportunidad adicional para acreditar ese hecho, a solicitud de la perito que se designó para avaluar la cuantía de los daños, pero tampoco aportaron prueba que de manera idónea acreditara que sufrieron graves consecuencias originadas en las lesiones personales y que a raíz de las mismas perdieron su capacidad para trabajar. 

Las fotografías que aportaron no son medio idóneo para acreditar hecho como ese y además ni siquiera pueden ser apreciadas porque carecen de autenticidad.

Así lo explica la Corte:

“…sabido es que los documentos son simplemente representativos cuando, sin plasmar narraciones o declaraciones de cualquier índole, contienen imágenes, tal como acontece con las fotografías, pinturas, dibujos, etc. Y son declarativos, cuando contienen una declaración de hombre y en tal caso se les suele clasificar en dispositivos y testimoniales, según correspondan a una declaración constitutiva o de carácter negocial (los primeros), o a una de carácter testimonial (los segundos)” (CCXXII, pág. 560).

“En tratándose de los documentos de naturaleza dispositiva y representativa, su valor probatorio dependerá de la autenticidad, sin importar si provienen de una de las partes o de un tercero, según lo establecen los artículos 277 numerales 1º y 279 del código de los ritos civiles, así como el artículo 11 de la Ley 446 de 1998, que reprodujo —con algunas modificaciones— lo otrora establecido en el artículo 25 del Decreto 2651 de 1991. Por consiguiente, mientras no se tenga certeza sobre quién es el autor del documento, no se le podrá dar crédito a su contenido, en los términos de los artículos 258 y 264 del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio, por supuesto, de la valoración que debe hacer el juez conforme a las reglas de la sana crítica, según lo impera el artículo 187 de dicha codificación..”

Los documentos referidos no fueron reconocidos por alguno de los medios previstos en el artículo 252 del estatuto procesal civil, no existe certeza sobre la persona que captó la imagen que en ellos aparece, se desconoce quién es su protagonista, la sola imagen no permite deducir la existencia de una secuela física u orgánica, y menos aún que se hubiese producido como consecuencia del accidente que dio origen a esta acción.

De ser el demandante el protagonista de las fotografías, tampoco puede servir ese documento como prueba idónea para demostrar las secuelas que se relacionaron en los hechos de la demandada, ni de la incapacidad en los actores para laborar, pues para demostrar esos hechos ha debido acudirse a los informes médicos, como los que contenga una historia clínica o un dictamen pericial, pero la documental que expidieron los establecimientos clínicos encargados de atender a los demandantes en las lesiones que sufrieron, no las revelan.

La declaración extraprocesal del demandante, en la que da cuenta de sus lesiones y otros gastos que ha debido asumir, es documento que no puede ser apreciado porque a nadie le está permitido edificar su propia prueba.

Es claro entonces que no goza de certeza el daño que se reclama por concepto de perjuicios materiales en la doble modalidad de daño emergente y lucro cesante futuro. No existe prueba respecto de los gastos que según expresan los actores, tuvieron que sufragar como consecuencia de las lesiones en su integridad física y se desconocen además sus condiciones actuales, que permitan concluir que se ocasionó un  perjuicio futuro.

Así las cosas, como no existe certeza sobre los perjuicios patrimoniales que se reclamaron en la demanda por daño emergente y lucro cesante futuro, no podía el juez reconocer su reparación y por tal razón la decisión que al respecto adoptó será avalada.

Respecto de los daños a la vida de relación, en sentencia 11842 del 19 de julio de 2000, el Consejo de Estado aclaró que el perjuicio fisiológico debía ser reemplazado por el de daño a la vida de relación, porque no debe limitarse a los casos de lesiones corporales que producen alteraciones a nivel orgánico, sino que debe extenderse a todas aquellas situaciones que alteran la vida de relación de las personas; ni a la imposibilidad de gozar de los placeres de la vida, porque puede referirse además al esfuerzo excesivo de realizar actividades rutinarias; ni se trata sólo de la afectación sufrida por la persona en su relación con las demás, sino también con las cosas del mundo. 

La Corte Suprema de Justicia se ha referido a esa clase de daño:

“5. En este orden de ideas, la Corte, a manera de compendio, puntualiza que el daño a la vida de relación se distingue por las siguientes características o particularidades: a) tiene naturaleza extrapatrimonial o inmaterial, en tanto que incide o se proyecta sobre intereses, derechos o bienes cuya apreciación es económicamente inasible, por lo que no es dable efectuar una mensura que alcance a reparar en términos absolutos la intensidad del daño causado; b) adquiere trascendencia o se refleja sobre la esfera externa del individuo, situación que también lo diferencia del perjuicio moral propiamente dicho; c) en las situaciones de la vida práctica o en el desenvolvimiento que el afectado tiene en el entorno personal, familiar o social se manifiesta en impedimentos, exigencias, dificultades, privaciones, vicisitudes, limitaciones o alteraciones, temporales o definitivas, de mayor o menor grado, que él debe soportar o padecer, las cuales, en todo caso, no poseen un significado o contenido monetario, productivo o económico; d) no solo puede tener origen en lesiones o trastornos de tipo físico, corporal o psíquico, sino también en la afectación de otros bienes intangibles de la personalidad o derechos fundamentales, e incluso en la de otro tipo de intereses legítimos; e) según las circunstancias de cada caso, puede ser sufrido por la víctima directa de la lesión o por terceros que igualmente resulten afectados, como, verbigracia, el cónyuge, el compañero o la compañera permanente, los parientes cercanos o los amigos, o por aquella y estos; f) su reconocimiento persigue una finalidad marcadamente satisfactoria, enderezada a atemperar, lenificar o aminorar, en cuanto sea factible, los efectos negativos que de él se derivan; y g) es una noción que debe ser entendida dentro de los precisos límites y perfiles enunciados, como un daño autónomo que se refleja en la afectación de la actividad social no patrimonial de la persona, vista en sentido amplio, sin que pueda pensarse que se trata de una categoría que absorbe, excluye o descarta el reconocimiento de otras clases de daño —patrimonial o extrapatrimonial— que posean alcance y contenido disímil, ni confundirlo con estos, como si se tratara de una inaceptable amalgama de conceptos, puesto que una indebida interpretación conduciría a que no pudiera cumplirse con la reparación integral ordenada por la ley y la equidad, como infortunadamente ha ocurrido en algunos casos, en franco desmedro de los derechos que en todo momento han de asistir a las víctimas…” 

Como puede verse, inicialmente la jurisprudencia del Consejo de Estado y actualmente la de la Corte Suprema de Justicia amplió el espectro de los daños extrapatrimoniales para incluir dentro de éstos, como susceptible de indemnización, el daño a la vida de relación que entonces coexiste con el perjuicio moral que llegue a ser reconocido a la víctima.

Por tal razón el juzgado de primera instancia ha debido pronunciarse sobre la indemnización que al efecto se solicitó y que no puede considerarse incluida dentro de los morales como lo explica la jurisprudencia transcrita.

Como ya se expresara, no demostraron los demandantes la existencia de secuela alguna con motivo de lesiones físicas que sufrieron y que de algún modo limiten su integridad física y perturben funcionalmente su capacidad para desempeñar cualquier actividad, en los ámbitos personal, familiar y social.

Por lo tanto, se adicionará el fallo para negar la indemnización que por el concepto que se analiza, se reclamó.

DECISIÓN

De acuerdo con lo que se ha expuesto, se confirmará la sentencia apelada en cuanto declaró la responsabilidad civil endilgada a la demandada e impuso las condenas a favor de los demandantes, la que se adicionará para negar los perjuicios reclamados por los daños a la vida de relación.

Se condenará a los demandantes a cancelar las costas causadas en esta instancia.

En consecuencia, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E :

1º CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, en el proceso ordinario sobre responsabilidad civil extrancontractual promovido por los señores Mario Betancourt Franco y Graciela Pinzón de Betancourt contra Nelsy Nubiola Ortiz, ADICIONÁNDOLA para negar las pretensiones formuladas con el fin de obtener la indemnización por los daños a la vida de relación. 

2º Los demandantes asumirán el valor de las costas causadas en esta instancia.

COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE,

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO  

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

�	  Folios 32 y 33, cuaderno No. 2


�	 Folio 135, cuaderno No. 2 


�	 Folios 4 a 134, cuaderno No. 2


�	 Sentencia 1997-09327 del 13 de mayo de 2008, M.P. César Julio Valencia Copete







